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LOS10 PROYECTOS MÁS GRANDES APROBADOSPOR 

COMITÉDEMINISTROS EN ACTUAL ADMINISTRACIÓN DE GOBIERNO 
  

  

Nombre Proyecto Vía de Región Monto de inversión 
Ingreso (USS millones) 

Desarrollo de infraestructura y mejoramiento ' 

de capacidad productiva de Collahuasi ElA  Interregional 3.200 

Proyecto Los Bronces Integrado ElA Interregional 3.000 

Línea 7 Metro de Santiago ElA RM 2.528 

Desarrollo Los Bronces -25 quinquies ElA interregional ¡| 1 000 

Proyecto de Adaptación Operacional ElA Coquimbo LJ 1000 

Concesión Américo Vespucio Oriente ll, 

Tramo Príncipe de Gales -Los presidentes ElA RM 114,2 

Proyecto Hidroeléctrico Alto Maipo 
(2021) - 25 quinquies ElA RM 700 

Optimización y Continuidad Operacional 
Minera Candelaria ElA Atacama 600 

Sistema de Transmisión Zonal Grupo 3S/E s Itahue- S/E Hualqui EIA Interregional Ñ 324,02 

Parque Solar Cordillera ElA RM I 315 

FUENTE: SEA LA TERCERA (Ny 

Presidentes (US$714,2 millones). 

En tanto, ha rechazado seis proyectos, por 

un monto total cercano a los US$3.250 mi- 

llones. El más relevante es Dominga, con 

una inversión estimada de US$2.500 millo- 

nes. Le siguen Andes LNG (US$650 millo- 

nes), la Planta WTE Araucanía (US$80 mi- 

llones), la Línea de Alta Tensión 1x220 kV 

Tubul-Lagunillas (US$15,4 millones) y el 

Centro de Manejo Ambiental Ñuble Susten- 

table (US$5 millones). En el caso de la línea, 

la planta y el centro de manejo ambiental, 

las iniciativas ya contaban con un rechazo 

previo, y la actual administración confirmó 

esa decisión. 

CRÍTICAS A LA INSTANCIA 

Pese al positivo balance que hacen desde el 

gobierno, la figura del Comité de Ministros 

es uno de los factores clave que está entram- 

pando la reforma al SEIA que se encuentra 

actualmente en el Congreso, en la Comisión 

de Hacienda del Senado. De hecho, mayo- 

ritariamente en el mundo político existe la 

noción de que debe dejar de ser parte de la 

institucionalidad ambiental, pero la pro- 

puesta del gobierno para su reemplazo no 

ha convencido a la oposición. 

Pulso consultó al respecto a un grupo de 

abogados especialistas en derecho ambien- 

  

tal, tanto en lo relativo a su funcionamiento 

como a su permanencia. 

Ezio Costa, abogado y director ejecutivo 

de ONG FIMA, sostuvo: “Creo que ha sido 

constante el Comité de Ministros en aprobar 

proyectos a pesar de sus impactos ambien- 

tales, en línea con un sistema de evaluación 

ambiental que está mal calibrado, siendo 

mucho más favorable a la aprobación de 

proyectos que a la protección ambiental que 

debiera cautelar”. 

Por su parte, el exsubsecretario del Minis- 

terio del Medio Ambiente, Felipe Riesco, 

señaló “que el sistema institucional en ma- 

teria de calificación ambiental está agotado, 

independiente del gobierno que lo gestione. 

Desde 2013 en adelante, con excepciones, 

los plazos vienen aumentando sostenida- 

mente por diversos factores. Es necesario 

reformar el SEIA en serio. Dotarlo de auto- 

nomía legal, con un gobierno colegiado que 

permita darle independencia del gobierno 

de turno, quitarle las competencias a los 

servicios sectoriales en materia de evalua- 

ción y concentrarlas en el SEA, y eliminar 

el Comité de Ministros. Y reformar también 

los tribunales ambientales. El deterioro ins- 

titucional ambiental ha sido muy grande, 

en línea con el deterioro institucional del 

país”.Q 
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Permisología: avance 
parcial y sabotaje 

institucional 

  

—por Karin Moore— 

a reciente aprobación por el Con- 

greso de la Ley Marco de Autori- 

zaciones Sectoriales es, sin duda, 

una buena noticia para quienes 

desde hace años advertimos que la 

maraña de permisos en Chile ha terminado 

por asfixiar la inversión. 

Esta nueva norma ofrece herramientas re- 

levantes: impone plazos máximos, fomenta 

la digitalización a través de una ventanilla 

única, permite tramitar autorizaciones en 

paralelo y prioriza declaraciones juradas en 

permisos de bajo riesgo. También habilita 

una tramitación acelerada para proyectos 

estratégicos, conforme a criterios técnicos 

y de impacto económico. Son avances signi- 

ficativos que modernizan la interacción del 

Estado con los proyectos de inversión. 

Pero no nos engañemos. Esta legislación, 

aunque valiosa, no aborda el corazón del 

problema. Deja fuera a los proyectos sujetos 

al Sistema de Evaluación de Impacto Am- 

biental (SEIA), precisamente los de mayor 

envergadura. Y es ahí donde la tramitación 

se vuelve más incierta, extensa y onerosa. 

El promedio de evaluación de un estudio 

de impacto ambiental supera los 400 días, 

sin considerar los meses adicionales que 

insumen los rechazos o las solicitudes de 

información que se generan por la escasa 

coordinación entre organismos públicos. 

No existe ventanilla única que resuelva eso 

si no se reforma el propio SETA, cuya rigidez 

y opacidad se han transformado en obstácu- 

los estructurales. 

El segundo gran desafío —frecuentemente 

ignorado-— es la judicialización posterior. En 

el período 1997-2023, más de 180 proyec- 

tos ya aprobados fueron objeto de litigios. 

El monto comprometido en ellos supera 

los US$ 50 mil millones. Este fenómeno no 

solo retrasa la ejecución de iniciativas cla- 

ves para el desarrollo nacional, sino que in- 

troduce una variable de incerteza difícil de 

anticipar, muchas veces instrumentalizada 

por actores que no buscan corregir errores 

del procedimiento, sino obstaculizar delibe- 

radamente el avance de los proyectos. 

Frente a este escenario, sorprende y preo- 

cupa la decisión de un grupo de parlamen- 

tarios oficialistas de presentar un reque- 

rimiento ante el Tribunal Constitucional, 

impugnando una ley que su propio gobier- 

no impulsó. Alegando defectos de forma, lo 

que realmente hacen es socavar un esfuerzo 

institucional que, aunque limitado, va en la 

dirección correcta. Es difícil encontrar una 

señal más contradictoria, particularmen- 

te en un momento en que el país necesita 

mostrar consistencia normativa y madurez 

política para recuperar su dinamismo eco- 

nómico. 

Es fundamental que este debate no se agote 

en el logro legislativo. El país requiere una 

agenda robusta de modernización regulato- 

ria. Reformar el SEIA, revisar críticamente 

permisos específicos -como los del Consejo 

de Monumentos Nacionales- y establecer 

límites claros a la judicialización temeraria 

son medidas impostergables. De lo contra- 

rio, persistirá la percepción —y la realidad— 

de que invertir en Chile es una apuesta in- 

cierta, no por sus condiciones económicas, 

sino por su institucionalidad errática. 

No se trata de relajar exigencias ambien- 

tales ni de debilitar estándares. Se trata de 

tener un Estado capaz de decidir con rigor, 

dentro de plazos razonables, con reglas pre- 

decibles y resguardos jurídicos proporcio- 

nales. La permisología no es solo un proble- 

ma técnico; es un desafío institucional que 

compromete nuestra capacidad de crecer, 

innovar y ofrecer bienestar a las futuras ge- 

neraciones. 

Coordinadora legal de Clapes UC. 
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